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ACTIVIDADES SOBRE SEGURIDAD CIUDADANA LLEVADAS A CABO POR
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) siempre ha prestado mucha atención a las políticas y prácticas de las instituciones de seguridad pública de la región.  En el contexto de las dictaduras y regímenes autoritarios, los primeros casos resueltos por el sistema guardaban relación con las desapariciones forzosas, masacres y ejecuciones extrajudiciales.  Sin embargo, a medida que las democracias se fueron consolidando en toda la región, la CIDH empezó a analizar casos de violaciones de derechos humanos cometidas durante el mandato de gobiernos electos, los cuales, a pesar de su compromiso con los valores democráticos y el respeto por los derechos humanos, luchaban por desarrollar sociedades más justas en el marco de los sistemas autoritarios heredados.  En ese sentido, la CIDH empezó a interpretar la Declaración Americana, la Convención Americana y otros instrumentos regionales, no sólo como límites a los poderes de los agentes estatales, sino también como criterios y normas para que los Estados formularan políticas de seguridad que promoviesen el respeto y la protección de los derechos humanos.  La CIDH también desarrolló la jurisprudencia y formuló recomendaciones relacionadas con la prevención de actos de violencia cometidos por ciudadanos particulares, en aquellos casos en que sus acciones se llevaban a cabo con el consentimiento, tolerancia o ausencia de las políticas de protección más básicas por parte del Estado, como una obligación en el marco del sistema interamericano.  En otras palabras, las obligaciones de los Estados incluyen no sólo la protección de los ciudadanos contra las violaciones de los derechos humanos por los agentes estatales, sino también el establecimiento de garantías dirigidas a prevenir y sancionar los actos de violencia perpetrados por particulares.

La Comisión ha fomentado esta interpretación de las obligaciones de los Estados con respecto a las acciones de agentes no estatales en sus recientes informes de países.  La CIDH ha sostenido que el Estado es responsable de las acciones de los grupos paramilitares, ya que estos grupos se benefician del apoyo del ejército, y el Estado, si bien no es el autor directo de los delitos de los paramilitares, es responsable por no haber tomado medidas para prevenir o sancionar las acciones de dichos grupos, por no haber actuado con diligencia para prevenir los asesinatos y no haber ejecutado una política que contenga de forma adecuada las acciones de los grupos militares.  En los informes sobre la situación de los derechos humanos, la CIDH estableció la responsabilidad del Estado por “las operaciones de los cuerpos ilegales y aparatos clandestinos se relacionan principalmente con el crimen organizado, la corrupción y el narcotráfico, y advierte que dichas actividades ilícitas ejecutadas al amparo de la impunidad y la tolerancia, comprometen seriamente la institucionalidad, la democracia y el estado de derecho.”  De forma similar, el Relator Especial sobre los Derechos de la Mujer, tras observar la actitud de varios agentes estatales y no estatales hacia los asesinatos de mujeres, observó la falta de conciencia acerca de que el “derecho de la mujer a no ser objeto de violencia es en sí un derecho humano que obliga al Estado a adoptar medidas de prevención y respuesta.”
Asimismo, la CIDH celebró su primera audiencia sobre “Seguridad ciudadana y derechos humanos” durante el período ordinario de sesiones que celebró en octubre de 2005.  Con respecto a esa audiencia, la CIDH observó en un comunicado de prensa que, “en estas sesiones, la Comisión Interamericana volvió a recibir información sobre la creciente inseguridad pública por el aumento de la criminalidad, así como la insuficiente respuesta institucional compatible con los principios de una sociedad democrática y respetuosa de los derechos humanos y libertades fundamentales”.
Durante su 126° período ordinario de sesiones, la Comisión reafirmó su compromiso de preparar un estudio hemisférico sobre la relación entre la seguridad ciudadana y los derechos humanos, y decidió encargar al Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro este trabajo.  El estudio incluirá un examen de la naturaleza del problema de la seguridad ciudadana en las Américas, un análisis de las normas existentes, la jurisprudencia y el trabajo adicional pertinente (informes de país y temáticos, declaraciones, etc.) desde la perspectiva de la seguridad ciudadana con el fin de identificar y aclarar el conjunto de normas aplicables en el campo de la seguridad pública y formular recomendaciones para los Estados Miembros sobre cómo mejorar la seguridad ciudadana a través de la vigilancia eficaz del respeto de los derechos y políticas de prevención de la delincuencia.

El estudio aclarará las normas de derechos humanos en cuanto a su aplicación y orientación para comprender la seguridad ciudadana, aclarando el alcance de las normas aplicables y explorando las dimensiones más amplias de los derechos humanos y sus repercusiones en la formulación de políticas para prevenir y responder al crimen y la violencia.  En particular, el estudio abordará la opinión comúnmente aceptada de que los derechos humanos representan un obstáculo para la seguridad y demostrará tanto la ilegalidad como las implicaciones contraproducentes de esta opinión para la formulación de políticas de seguridad y para el estado de derecho.  El estudio concluirá con recomendaciones dirigidas a asistir a los Estados Miembros en el diseño de instituciones y políticas de seguridad ciudadana más eficaces y que respeten los derechos del ciudadano.
Durante la primera semana de marzo, durante su 127° período ordinario de sesiones, la CIDH celebrará una reunión preliminar con expertos sobre reforma policial y seguridad ciudadana, así como representantes de grupos regionales de derechos humanos, con el fin de recopilar información adicional sobre los aspectos técnicos de estas cuestiones, así como para examinar y determinar el marco conceptual y alcance del informe temático.
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�.	En cumplimiento de la resolución AG/RES. 2185 (XXXVI-O/06).





